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r e s umen
Uno de los mayores problemas ambientales y de salud pública en Colombia es 
la contaminación de los ríos derivada del uso del mercurio en la extracción de 
oro aluvial. Esta cuestión ha adquirido en el país una magnitud preocupante e 
involucra una complejidad de factores no solo ambientales, sino también so-
ciales, económicos y culturales. En ese sentido resulta imprescindible, por un 
lado, entender la dimensión de la situación y, por otro, evaluar la manera como 
se enfrenta la cuestión en el derecho tanto internacional como interno desde 
la perspectiva fundamentalmente de la regulación del agua y del mercurio.
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a b s t rac t
One  the biggest environmental and public health problems in Colombia is 
the pollution  rivers that arises from the use  mercury in the extraction 
 alluvial gold. This issue has acquired a worrying magnitude in the country 
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and involves a complexity  factors not only environmental, but also social, 
economic and cultural. In this sense, it is essential, on the one hand, to un-
derstand the dimension  the situation and, on the other, to evaluate the way 
in which the issue is addressed in international as well as in national law from 
the perspective  the regulation  water and mercury.
k eyword s
Mercury, mercury releases, pollution  water bodies, Mercury Law, Mina-
mata Convention.
i n t rodu c c i n
Doscientas cinco toneladas de mercurio fueron liberadas al suelo y al agua 
de los ríos en el territorio nacional colombiano en 14. Esta es una de las 
dramáticas conclusiones del Estudio Nacional del Agua 14, liderado por 
el ideam, en el que además se informa que la afectación a la calidad del agua, 
expresada en cargas contaminantes de material biodegradable, no biodegra-
dable, nutrientes, metales pesados y mercurio se concentra en cerca de 1 
municipios que incluyen ciudades como Bogotá, Medellín, Cali, Barranquilla, 
Cartagena, Cúcuta, Villavicencio, Manizales y Bucaramanga.
Son muchas las fuentes de contaminación de los cuerpos de agua en Co-
lombia, sin embargo, por sus repercusiones, persistencia y la dificultad de 
tratamiento el mercurio es un contaminante que debe ser considerado con 
especial atención.
Entre tanto, la principal causa de contaminación de los cuerpos de agua 
por mercurio en Colombia radica en el uso intensivo de este metal en la ex-
tracción de oro aluvial, principalmente mediante minería artesanal e informal. 
Su toxicidad conlleva consecuencias altamente perjudiciales para las fuentes 
de agua, los ecosistemas, y la salud humana, no solo la de los mineros que ex-
traen el oro sino de la población en general; es una cuestión extremadamente 
preocupante.
Si bien, según el citado estudio, Colombia cuenta con un rendimiento hí-
drico promedio que equivale a seis veces el promedio mundial y a tres veces 
el latinoamericano, además de reservas de aguas subterráneas que triplican 
esta oferta y se distribuyen en el 74% del territorio nacional, los efectos per-
judiciales del mercurio pueden poner en peligro dichas cifras.
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Aunque es difícil determinar con precisión qué proporción de las aguas está 
contaminada con este metal pesado, se estima que son más de 8 los ríos del 
territorio nacional afectados en 1 departamentos y cerca de 4 municipios.
Ante ese panorama es conveniente evaluar de qué manera la legislación 
colombiana regula los límites de liberación al medio acuático de ese tipo de 
sustancias tóxicas y, en su caso, la recuperación de los cuerpos de agua conta-
minados. Este será, por tanto, el objeto del presente estudio.
Después de este apartado introductorio se dedica un acápite a describir 
a grandes rasgos el estado de contaminación por mercurio de las fuentes de 
agua en Colombia. Enseguida se evalúa la regulación jurídica del tema, tanto 
en el ámbito internacional como en el interno colombiano, desde la perspec-
tiva de la regulación del agua y del mercurio, para presentar por último unas 
conclusiones.
i .  la  c on tam i nac i n  d e  la s  f u en t e s  d e 
ag ua  p o r  m e rc u r i o  e n  c o lomb i a
Con base en los datos del Estudio Nacional del Agua 14 (ena) del Instituto 
de Hidrología, Meteorología y Estudios Ambientales (ideam), en informes 
del Departamento Nacional de Planeación (dnp), del Instituto Nacional de 
Salud (ins), del Sistema de Información Minero Colombiano (simco), de la 
Unidad de Planeación Minero Energética (upme), del Ministerio de Medio 
Ambiente y Desarrollo Sostenible (mads), en este apartado se analiza el eleva-
dísimo nivel de mercurio que presentan muchos ríos en Colombia, sus causas 
y consecuencias.
a .  e l  e l e va do  n i v e l  d e  m e rc u r i o  e n 
lo s  c u e r po s  d e  ag ua  e n  c o lomb i a
Colombia es el tercer país del mundo con mayor contaminación por mercu-
rio, después de China e Indonesia, emitiendo aproximadamente 7 toneladas 
anuales del mineral al ambiente, según datos del dnp y de acuerdo con diversos 
estudios, como los de la ong Mercury Watch o los del mads y onudi (1).
Específicamente el impacto en los recursos hídricos llama la atención, 
teniendo en cuenta que el mayor efecto negativo de la contaminación am-
biental por mercurio se produce en el agua, debido a que con el tiempo el 
metilmercurio se acumula en la vida acuática en concentraciones y niveles 
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cada más elevados. De ahí que para determinar los niveles de contaminación 
por mercurio en los cuerpos de agua se emplee la medición de la concentra-
ción del metal en los peces.
De acuerdo con datos del dnp y del ins, 1.1 fuentes hídricas cruzan 
municipios con presencia de minería ilegal de oro. De ellas, 3 fuentes hí-
dricas pasan por municipios en los que se presentaron casos de intoxicación 
con mercurio.
El simco informa que la producción anual de oro promedio en Colom-
bia, a 16, era de 8 toneladas. Los departamentos en donde se concentra la 
producción del 99,% del oro del país son Antioquia, Chocó, Bolívar, Na-
riño, Cauca, Caldas, Valle del Cauca, Córdoba, Guainía y Tolima. Aproxi-
madamente el 83% de la minería es de aluvión y el 17% restante es de filón. 
Específicamente, el mayor uso de mercurio para beneficio de oro se da en los 
departamentos de Bolívar (34 t.) Chocó (19 t.) y Antioquia (17 t.), tal como 
informa el mads (1).
Un dato adicional, fundamental para comprender la dimensión del pro-
blema, corresponde a la cantidad de mercurio que importa el país –en vista 
de que Colombia no lo produce–, y a los usos que se le da. De acuerdo con los 
datos de la upme, entre 3 y 13 se importaron en Colombia 1.6 toneladas 
de mercurio, es decir un promedio anual de 91. toneladas, provenientes de 
México, Estados Unidos, España, Alemania y Países Bajos. La mayoría del 
mercurio entra por vía marítima desde los puertos de Cartagena, Barranquilla 
y Buenaventura, mientras que solo el 3,7% ingresa por vía aérea con registros 
en las aduanas de Medellín y Bogotá.
El ena 14 pone de manifiesto que los metales pesados son una fuente 
importante de contaminación en los sistemas hídricos, pues la actividad an-
trópica y natural hace que los sedimentos sean receptores y transportadores 
de esos elementos. En ese sentido, describe que en 179 municipios ubicados 
en 1 departamentos se estimó una carga vertida en 1 de  toneladas 
de mercurio al suelo y agua, de las cuales 7,% corresponden al uso para 
beneficio de la plata y 7,% al beneficio de oro.
En este estudio se consideró como anómala la presencia de Mercurio 
(Hg), Cromo (Cr), Cadmio (Cd) y Plomo (Pb) en sedimentos y se registró 
como alta cuando la concentración medida en 13 supera el percentil 8, con 
respecto al conjunto de datos reportados por las estaciones de monitoreo del 
ideam en la serie compuesta por las mediciones del periodo 7-13. Estos 
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percentiles corresponden para: Hg >= , mg/kg, Cr >= 1,mg/kg, Cd 
>= ,87 mg/ kg y Pb >= 1,3 mg/kg.
En el caso del mercurio en el agua, la condición crítica se vincula a concen-
traciones que exceden , mg/L, límite máximo permisible según el criterio 
para destinación del recurso para consumo humano y doméstico, para lo cual 
el estudio se basó en el artículo 38 del Decreto 194 de1984, ahora derogado1.
A partir de los muestreos realizados para el ena 14, que en el caso del 
mercurio fueron 14, y teniendo como base los límites mencionados, en las 
corrientes y municipios asociados se sobrepasó este nivel de metal pesado por 
kilogramo de sedimento. Los valores más críticos respecto del mercurio se 
encuentran en el río Marmato, municipio de Marmato (Caldas), el río Nechí 
en Nechí, el río Magdalena en Calamar, el río Guachal en Palmira y el Coello en 
Coello. Respecto del río Cauca en los municipios de Cali, Popayán y Morales.
Otras entidades oficiales han manifestado también su preocupación por el 
asunto y han realizado sus propias investigaciones en ejercicio de sus compe-
tencias. Así, la Contraloría General de la República (cgr), en su informe “La 
explotación ilícita de minerales en Colombia” (1), se centra básicamente 
en los efectos socioambientales de la minería ilegal en los departamentos del 
Cauca y Chocó, particularmente en los ríos San Juan (Chocó) y Dagua (Valle 
del Cauca) y en sus conclusiones resalta que:
Con el proceso de extracción se advierte un deterioro de la calidad de las aguas 
superficiales, en sus diferentes parámetros fisicoquímicos y bacteriológicos. Par-
ticularmente el incremento de los residuos sólidos finos genera un incremento 
en la sedimentación y altera parámetros fisicoquímicos como la turbiedad o 
sólidos suspendidos totales.
1 Como se estudia adelante, este criterio se fija actualmente en ,1 mg/L, de acuerdo 
con el artículo . º de la Resolución 11 de 7, sobre “características, instrumentos 
básicos y frecuencias del sistema de control y vigilancia para la calidad del agua para 
consumo humano”, de los Ministerios de la protección social y de ambiente, vivienda 
y desarrollo territorial. Entre tanto, el artículo 1º de la Resolución 631 de 1, en el 
marco de los “parámetros fisicoquímicos que se deberán monitorear y sus valores límites 
máximos permisibles en los vertimientos puntuales de Aguas Residuales No Domésticas 
(ARnD) a cuerpos de aguas superficiales de las actividades de minería”, el valor límite 
del mercurio se fija en . mg/L para la extracción de oro específicamente.
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Expresamente recomienda la cgr que cualquier acción o actividad dirigida a res-
taurar o restaurar ambientalmente la zona afectada del cauce del río Dagua por 
la minería ilegal del oro, debe comenzar por la prohibición de realizar cualquier 
tipo de explotación minera, hasta que se garantice, mediante un seguimiento 
y monitoreo adecuado, el restablecimiento de sus condiciones ecosistémicas y 
ambientales.
En 13 la Contraloría Delegada de Minas y Energía solicitó a la Procuraduría 
General de la Nación acompañamiento preventivo para realizar muestreos en 
las aguas del río Cali con el fin de determinar las concentraciones de mercurio 
ocasionada por la minería ilegal en la zona montañosa de la ciudad. Con base 
en los estudios realizados por las autoridades ambientales del Departamento, 
la Contraloría detectó que los niveles de mercurio en el río Cali eran 13% 
superiores a los permitido legalmente.
Por su parte, el río Magdalena, cuyo comportamiento ha sido estudiado, 
entre otros, por científicos del Himat y de Ingeominas y financiados por Col-
ciencias. En sus estudios las entidades encontraron que durante su recorrido 
de 1. km el río –que desemboca en Barranquilla– arrastra diariamente un 
promedio de 3 mil toneladas de sedimentos varios con partículas de meta-
les como mercurio, cadmio, zinc, plomo, hierro, cobre, arsénico y manganeso, 
con las consecuencias nocivas que esto supone para el entorno y las personas. 
De acuerdo con investigaciones del Departamento de Toxicología Ambiental 
de la Universidad de Cartagena, en La Mojana las concentraciones de metales 
pesados en sus habitantes exceden las normas internacionales y están ligadas 
al daño genotóxico en la población.
Hay que considerar, además, que las concentraciones de mercurio en los 
peces exceden normalmente las del agua donde viven. Según estudios de Co-
rantioquia y de las universidades de Antioquia y Cartagena, se han revelado 
concentraciones por encima de 1,6 microgramos de mercurio por gramo en 
algunas especies de los ríos contaminados de Antioquia, lo que supone una 
cifra alarmante considerando que el nivel máximo permitido para consumo 
humano, según la oms, es de , microgramos por gramo.
Por su parte, en 17 la Fiscalía General de la Nación (fgn) emitió un 
informe en el que advierte que el uso de mercurio y otros elementos está po-
niendo en peligro el equilibrio ambiental y la salud humana en varias regiones 
del país. Particularmente resalta que queda en evidencia el daño ambiental por 
el uso de mercurio y la remoción del lecho fluvial por organizaciones ilegales 
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que están deteriorando los ríos más importantes, entre ellos Vichada (Meta), 
Acandí (Chocó), Quito (Chocó), Caquetá (Caquetá), Yarí (Amazonas), Arro-
yohondo (Valle del Cauca), Simití (Santander), Barbacoas (Nariño), Suesca 
(Cundinamarca) y Puerto Berrío (Magdalena). La destrucción del ecosistema 
en las cuencas de los ríos Quito y Atrato, y la sedimentación de los afluentes por 
la agresiva extracción de minerales, puso al descubierto la actuación ilegal de 
mafias organizadas que hacen uso del mercurio, maquinaria pesada y diversos 
permisos ambientales para obtener oro y platino (fgn, 17).
La región del Amazonas colombiano no está exenta del problema; al con-
trario, se han encontrado en las comunidades indígenas que habitan algunos 
de sus ríos los niveles más elevados del país. De acuerdo con investigaciones de 
expertos del Sinchi, se evidencia presencia de mercurio en concentraciones 
mayores a . mg/kg Hg para algunas especies de peces de nivel trófico alto. A 
partir de tales investigaciones se determinó, además, que el nivel de mercurio 
supera hasta en 87 veces el permitido por el propio Estado colombiano, calcu-
lándose que el nivel de mercurio oscila entre los .1 y .87 microgramos 
de mercurio por litro de agua (Ehrlich y Núñez, 16).
Un estudio de la Secretaría de Salud del Guainía, en el que se tomaron 
muestras de cabello y sangre a  personas de 1 comunidades del departa-
mento, evidenció por primera vez los efectos que ha mostrado la minería ilegal 
en la salud de las comunidades que viven a orillas de los ríos Inírida, Atabapo 
y Guanía. Los resultados de la investigación, realizada en el año 1, muestra 
cifras preocupantes, pues entre las personas examinadas había quienes pre-
sentaban entre 6 y 19 veces más mercurio en su cuerpo que el límite fijado 
por la oms, que es de 1 parte por millón (ppm). Cerca del río Guainía, por 
ejemplo, se tomaron 8 muestras de cabello. En la ribera norte se evidenciaron 
niveles de  a  partes por millón (ppm) en cerca del 6% de la población 
que formó parte de la muestra. En personas que habitan el río Inírida, entre 
tanto, las concentraciones llegaron hasta 93 ppm y en el Atabapo a 19 ppm.
Por último, vale la pena resaltar la situación del río Atrato por haber sido 
un protagonista excepcional en la lucha contra la contaminación de los ríos 
por mercurio. La investigadora Luz Jiménez de la Universidad de Antioquia 
realizó un inventario de peces en dos puntos del Atrato Medio que confirmó 
que este es un río excepcional, en el que se encuentran 116 especies, es decir, 
el ,8% de los peces dulceacuícolas de todo el mundo. Doce de tales especies 
son endémicas, es decir, solo se pueden hallar en esas aguas, un número alto 
que prueba que los procesos de evolución de nuevas especies –denominado 
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“especiación” por los biólogos– es muy marcado en este cuerpo de agua. Cin-
co peces fueron descritos por primera vez entre  y 11, incluyendo un 
berrugo (culebra café con rayas amarillas) y un pez gato ballena. Esta riqueza 
biológica está en peligro por la presencia de mercurio en el río, pues algunas 
especies manifiestan elevados niveles del metal.
También científicos de la Universidad de Cartagena han estudiado el 
Atrato, y tras analizar individuos de 16 especies de peces, en 11 poblados 
pesqueros del Medio y Bajo Atrato, encontraron datos alarmantes, entre los 
cuales se resalta la concentración del metal en bagres sapo con ,1 partes 
de mercurio por un millón, lo que corresponde a cuatro veces más que el 
umbral considerado tolerable por la oms. Otras cuatro especies consumidas 
por la población chocoana de la zona –la doncella, el beringo, el barbudo y 
el quícharo– también manifiestan niveles superiores al máximo aconsejable. 
Adicionalmente, en una muestra de mujeres de Quibdó, el grupo con abor-
tos espontáneos presentó niveles de mercurio en cabello estadísticamente 
superiores a cualquiera de los que antes se había encontrado para estos casos. 
Aparte de mercurio, es preciso señalar que varias investigaciones científicas 
han identificado en peces del Atrato otros metales como cesio y rubidio, cuyos 
efectos se encuentran poco documentados.
Ante la situación de deterioro ambiental del río Atrato, la Corte Consti-
tucional en su Sentencia T-6 de 16 declaró al río sujeto de derechos en 
respuesta a una acción de tutela interpuesta por el Centro de Estudios para la 
Justicia Social “Tierra Digna” y que se comenta adelante.
b .  c au s a s
La principal causa de la contaminación hídrica por mercurio en Colombia se 
deriva de la minería ilegal, principalmente de la extracción de oro de aluvión. 
El procedimiento en este caso ocurre en las riveras de los ríos y a grandes rasgos 
consiste en mezclar la mena húmeda, es decir el lodo o concentrado de ma-
teriales mineralizados, con mercurio metálico en estado líquido. El mercurio 
disuelve el oro o la plata en el lodo. El lodo restante se enjuaga y queda una 
amalgama de mercurio-oro o mercurio-plata, según el caso. Posteriormente 
se calienta la amalgama para liberar el mercurio y queda el oro o la plata im-
puros (pnuma, ).
En este último paso de purificación, la amalgama de mercurio-oro deri-
vada del proceso de extracción libera mercurio en forma de vapor al aire al 
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calentarse. Por lo general la evaporación se efectúa sin retención del mercurio 
evaporado. Solo algunas veces el paso de evaporación se realiza en “retortas” 
semicerradas, donde partes del mercurio evaporado se condensan y reutilizan.
Por lo que hace a los demás medios ambientales, al estar presente el mercu-
rio en los relaves de la mina, puede ocasionar, liberaciones futuras a la tierra, el 
agua y el aire y de hecho esto sucede a menudo. En particular, en el proceso una 
parte considerable del mercurio utilizado pasa al agua durante el enjuagado.
Al entrar el mercurio en contacto con las aguas se convierte en metilmer-
curio, un compuesto del metal extremadamente tóxico que se concentra sobre 
todo en la cadena alimenticia acuática (pnuma, ).
En el Informe de la cgr de 1, arriba mencionado, la entidad subrayó 
que pese a las actuaciones y controles que lleva a cabo la Policía Nacional y 
demás corporaciones que trabajan en el tema, las comunidades y personas 
que se dedican a la extracción de oro mediante mercurio no han disminuido 
su práctica o no la han sustituido. Por el contrario, este tipo de minería sigue 
siendo una fuente de empleo y supervivencia importante para muchas perso-
nas, pero también representa una fuente compleja de impactos a nivel social, 
ambiental y de salud pública entre otros, incluyendo la intervención además 
de mafias en torno al contrabando del mercurio y a la venta del oro extraído, 
tal como lo confirman los informes de la Fiscalía.
c .  c on s e c u en c i a s
Los efectos de la presencia de mercurio en los cuerpos de agua son nefastos. 
Además de la contaminación del medio hídrico, ya de por sí lamentable, se 
produce una cadena de consecuencias negativas tanto en la fauna acuática, 
como en la salud de las personas de dimensiones que no se pueden ignorar.
La Corte Constitucional ha reconocido dichos efectos al decidir sobre 
la acción de tutela, arriba citada, que pedía detener el uso intensivo y a gran 
escala de extracción minera, incluyendo sustancias altamente tóxicas como 
el mercurio en el río Atrato, sus cuencas y afluentes. La Corte encontró que 
dichas actividades provocan una contaminación de tal dimensión que gene-
ran con ello una notable contaminación ambiental que afecta los derechos a 
la vida, a la dignidad humana, a la salud, al agua, a la seguridad alimentaria, 
al medio ambiente sano, a la cultura y al territorio de las comunidades étnicas 
que habitan la cuenca del río Atrato.
4 La contaminación hídrica por mercurio y su manejo en el derecho colombiano
De acuerdo con datos y estudios de la oms la exposición al mercurio, in-
cluso en pequeñas cantidades, puede causar graves problemas de salud y es 
peligrosa para el desarrollo intrauterino y en las primeras etapas de vida, por 
ello la Organización sitúa el mercurio como uno de los diez productos o grupos 
de productos químicos que plantean especiales problemas de salud pública. 
En un estudio que presentó el invima sobre el atún enlatado, la entidad resalta 
los efectos que tiene el metilmercurio sobre la salud humana en tanto afecta 
a los riñones y al sistema nervioso central, en especial durante el desarrollo, al 
atravesar tanto la barrera hematoencefálica como la placenta; puede provocar 
alteraciones en el desarrollo normal del cerebro de los lactantes y a dosis ma-
yores inducir cambios neurológicos en los adultos (invima, 17).
Si bien no existe unanimidad en cuanto al umbral medio de toxicidad 
humana, de acuerdo con el estado de la investigación actual en salud los lími-
tes de toxicidad del mercurio se encuentran entre  y 16 μg/día (Ramírez, 
8). El ins reportó 1.16 casos de intoxicación por mercurio en Colombia 
entre 13 y 1, en 18 departamentos y 9 municipios del país. Es preciso 
en este sentido tener en cuenta que no todos los casos de intoxicación y en 
general los problemas de salud generados por el mercurio son registrados, 
por un lado, por las dificultades de diagnóstico y, por otro, por las amenazas e 
intimidaciones que han sufrido algunos pobladores que asocian sus problemas 
de salud al mercurio. Estos problemas incluyen ceguera, malformación fetal, 
parálisis, pérdida de memoria, temblores, daños neurológicos, insomnio, hi-
pertensión, palpitaciones, impotencia, úlceras, náuseas y sangrado intestinal 
y evidentemente los más vulnerables son los niños y las madres gestantes.
Hay que considerar, además, que ante la imperceptibilidad de los efectos 
del mercurio los mineros muchas veces no se percatan del peligro al que se 
exponen ellos y sus familias. Esto, sumado a la ineficacia de controles y me-
didas efectivas por parte del Estado, hace que el precio de esta actividad sea 
enorme no solo en términos ambientales, sociales y de salud, sino también en 
términos de gasto público. A este respecto el dnp concluyó en un informe de 
16, que los daños de salud asociados a personas afectadas por mercurio le 
cuestan al país cerca de un billón de pesos (Portafolio, 16).
Finalmente, no se puede descuidar que el mercurio empleado en la ex-
tracción del oro aluvial no solo afecta la zona donde es vertido, sino también 
aquellas ubicadas aguas abajo de los ríos donde es procesado. El mercurio llega 
así a zonas agrícolas, de pesca y a fuentes de abastecimiento de agua potable, 
donde por lo general, las bocatomas, o sistemas de captación, se encuentran 
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ubicadas más cerca de los sedimentos, que a su vez concentran mayor conta-
minación que la superficie de los ríos (Díaz-Arriaga, 14).
i i .  la  r e g u lac i n  j u r  d i c a  d e l  t ema
A efectos de examinar de qué manera se enfrenta en el derecho la contami-
nación de los cuerpos de agua por mercurio, se revisan las normas oportunas 
tanto en el ámbito internacional como en el derecho interno colombiano desde 
una doble perspectiva: la regulación de aguas, por un lado, y la del uso del 
mercurio, por el otro.
a .  la  c on tam i nac i n  h  d r i c a  p o r  m e rc u r i o 
e n  e l  d e r e cho  i n t e rnac i ona l
En vista de que no existen instrumentos jurídicos internacionales relacionados 
directamente con los límites y controles de liberaciones de sustancias tóxicas, 
en particular de mercurio, en cuerpos de agua, en este apartado se analizarán 
las normas internacionales que guardan relación con el tema, a saber, las nor-
mas internacionales sobre agua y mercurio.
1 .  normat i va  s o b r e  agua s
Actualmente no existe ningún instrumento jurídico internacional que fije 
límites a la emisión de sustancias tóxicas en general, ni al mercurio en parti-
cular, al agua. Aún más, debido al predominio del principio de soberanía y a la 
multiplicidad de situaciones e intereses existentes en torno a este recurso, en el 
plano internacional el agua continental no es objeto de mayores regulaciones 
aparte de las que se refieren a ríos y lagos transfronterizos, cuya norma más 
representativa es la Convención sobre el Derecho de los Usos de los Cursos 
de Agua Internacionales para Fines Diferentes de la Navegación.
El texto de esta Convención es producto de la labor de codificación de la 
Comisión de Derecho Internacional (cdi) y fue aprobado, tras un largo pro-
ceso, el 1 de mayo de 1997 por la Asamblea General de las Naciones Unidas, 
mediante la Resolución A/res/1/9. La Convención entró en vigor el 17 
de agosto de 14, una vez transcurridos noventa días desde el depósito del 
trigésimo quinto instrumento de ratificación. A 18, son partes en esta con-
vención 36 Estados, entre los cuales no se encuentra Colombia.
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Teniendo en cuenta que el agua es, en últimas, una sola en la tierra y que 
responde a un ciclo interconectado, vale la pena tener presente el artículo 7.º 
de la Convención que establece la obligación de no causar daños sensibles y 
que dispone que: “Los Estados del curso de agua, al utilizar un curso de agua 
internacional en sus territorios, adoptarán todas las medidas apropiadas para 
impedir que se causen daños sensibles a otros Estados del curso de agua”. 
Igualmente se deben considerar el artículo , sobre el deber de los Estados 
del curso de agua de proteger y preservar, individual y/o conjuntamente, los 
ecosistemas de los cursos de agua internacionales y el 1 sobre prevención, 
reducción y control de la contaminación. Al tenor de esta última disposición, 
por “contaminación de un curso de agua internacional” se entiende “toda al-
teración nociva de la composición o calidad de las aguas de un curso de agua 
internacional que sea resultado directo o indirecto de un comportamiento 
humano”, entrando en esta definición, por supuesto, la contaminación por 
mercurio.
Las citadas disposiciones podrían eventualmente ser objeto de aplicación 
en el caso de que el Estado colombiano acceda a formar parte de la Conven-
ción y que la contaminación, por ejemplo, por el uso masivo del mercurio en 
su territorio llegue a afectar cursos de agua compartidos. Colombia comparte 
con Ecuador el río Putumayo y con Venezuela el Orinoco.
Independientemente de esta Convención, imperan en cualquier caso en el 
derecho internacional el principio de responsabilidad internacional por daños 
al medio ambiente y el compromiso que han adquirido los Estados de lograr los 
objetivos de desarrollo sostenible. Podría llegar incluso a darse la posibilidad 
de exigir responsabilidad a un Estado cuando la calidad de sus aguas internas 
–en el caso que aquí se analiza por contaminación de mercurio– llegara a poner 
en peligro las aguas comunes o las internas de otro o incluso aguas situadas 
fuera de toda jurisdicción nacional como podría ser el alta mar.
Desde otra perspectiva, el hecho de que el agua no sea objeto de una norma 
internacional precisa no significa que no se considere la cuestión en los foros 
de decisión y discusión internacionales. En efecto, en la actualidad el agua, en 
tanto recurso estrechamente vinculado a diversos desafíos que debe enfrentar 
la comunidad internacional, se considera de imprescindible integración en las 
tres dimensiones del desarrollo sostenible tal como quedó plasmado en los 
Objetivos de Desarrollo Sostenible (ods), adoptados por los líderes mundia-
les en 1 en el seno de Naciones Unidas y cuyo sexto objetivo se refiere a 
“Agua Limpia y Saneamiento”.
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La constatación de su importancia, además, se evidencia en diferentes 
instrumentos declarativos, entre los cuales, se puede resaltar la Declaración 
de Dublín sobre el Agua de enero de 199, cuyo Principio 1 reconoce que 
el agua, como recurso frágil y no renovable, es indispensable para la vida, el 
desarrollo y el medio ambiente.
De igual manera, ocupa un lugar fundamental la discusión acerca de la ne-
cesidad de garantizar el acceso al agua a todas las personas, lo que ha dado lugar 
a una opinión prácticamente generalizada en torno a su consideración como 
un derecho humano. En este sentido se destacan las Resoluciones adoptadas 
en el seno de Naciones Unidas sobre “el derecho humano al agua potable y el 
saneamiento”, la última de las cuales es la Resolución 18/1 del 1 de octubre 
de 11 aprobada por el Consejo de Derechos Humanos.
Bajo la perspectiva del derecho humano al agua, se considera que este 
recurso, aparte de tener que ser suficiente, aceptable, físicamente accesible 
y asequible, debe tener el carácter de saludable. En este último sentido el 
agua es saludable cuando se encuentra libre de microorganismos, sustancias 
químicas y peligros radiológicos que constituyan una amenaza para la salud 
humana. Así se reconoció en la Observación general n.º 1 sobre el derecho 
al agua, referida a los artículos 11 y 1 del Pacto Internacional de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales, emitida por el Comité de Derechos Eco-
nómicos Sociales y Culturales el  de enero de 3. En esta Observación 
se llama la atención acerca de la obligación que tienen los Estados de evitar la 
contaminación y el uso abusivo del agua.
Las medidas de seguridad vienen normalmente definidas por estándares 
nacionales y/o locales de calidad del agua de boca o agua potable. Las “Guías 
para la calidad del agua potable” de la Organización Mundial de la Salud (oms) 
proporcionan en esta materia, aunque sin ser jurídicamente vinculantes, las 
bases para el desarrollo de estándares eso nacionales, de manera que imple-
mentadas adecuadamente podrían garantizar la salubridad del agua potable.
El mercurio se mencionó por primera vez en las denominadas Normas 
internacionales de la oms en 1971, donde se propuso un límite superior 
provisional de concentración de ,1 mg/l (mercurio total), basado en los 
posibles efectos perjudiciales para la salud, señalándose que esta cifra estaba 
relacionada con las concentraciones encontradas en aguas naturales. En la 
primera edición de las Guías, publicada en 1984, se mantuvo el valor de re-
ferencia de ,1 mg/l para el mercurio total. Igualmente, las Guías de 1993 
también mantuvieron el valor de referencia de ,1 mg/l para el mercurio 
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total basado en la istp para el metilmercurio establecida por el Comité Mixto 
fao/oms de Expertos en Aditivos Alimentarios (jecfa) en 197 y confirmada 
por dicho organismo en 1988. Este valor de referencia se incluyó también en 
la tercera edición (oms, 8).
Con todo, es preciso reconocer que, desde la óptica del derecho humano 
al agua, no se han llegado a establecer de forma clara y expresa los niveles 
de contaminación por sustancias tóxicas que interfieren en el goce de dicho 
derecho. Por otra parte, los estándares fijados en las Guías de la oms sobre 
la calidad del agua son simplemente orientativos dada la naturaleza de los 
instrumentos en los que se encuentran contenidos, es decir, por no ser jurí-
dicamente vinculantes.
 .  normat i va  s o b r e  m e rcur i o
a .  c onv en i o s  i n t e rnac i onal e s 
r e lac i onado s  c on  e l  m e rcur i o
Antes de comentar las normas pertinentes del Convenio de Minamata ex-
presamente dedicado al mercurio, vale la pena mencionar otros instrumentos 
internacionales que hacen referencia a este metal, entre ellos el Convenio de 
Basilea sobre el control de movimientos transfronterizos de desechos peli-
grosos y su eliminación de 1989[], que contempla el mercurio como desecho 
peligroso, pero cuyo enfoque se centra en el desarrollo de controles sobre los 
movimientos “transfronterizos” de desechos peligrosos y la formulación de 
criterios para su gestión ecológicamente racional.
También cabe destacar en el ámbito internacional el Enfoque Estratégico 
para la Gestión de Productos Químicos a Nivel Internacional (saicm, por sus 
siglas en inglés), adoptado en 6 por la Conferencia Internacional para la 
gestión de sustancias químicas iccm, y más conocido como las Directrices de 
 El Convenio entró en vigor el  de mayo de 199. Su Anexo i, concretamente en la 
“Categoría Y9”, contempla el mercurio como desecho peligroso en conexión con 
el artículo 1.º del Convenio. Igualmente, el Anexo viii caracteriza como peligrosos 
determinados desechos de acuerdo con lo dispuesto en el apartado a del artículo 1.º, 
haciendo referencia al mercurio y a los compuestos de mercurio (Categorías A11, 
A13 y A118).
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Dubái3. Este mecanismo es administrado por el pnuma y busca reducir los 
efectos nocivos de los productos químicos, incluido el mercurio, en la salud y 
el medio ambiente (pnuma-saicm, 1).
En cualquier caso, si bien los instrumentos mencionados hacen alguna 
referencia al mercurio y dan muestra de su peligrosidad, no contienen com-
promisos específicos para reducir directamente los usos y las liberaciones de 
mercurio, ni establecen límites de emisión.
En el ámbito internacional regional, concretamente en el europeo, se desta-
ca el Convenio de Ginebra sobre la contaminación atmosférica transfronteriza 
a gran distancia de 1979. En especial, el Protocolo de Aarhus de 1998 a dicho 
Convenio sobre metales pesados4 se enfoca en el control de la contaminación 
atmosférica transfronteriza a gran distancia ocasionada por metales pesados 
provocada por las actividades antropogénicas, sujetas a transporte atmosfé-
rico transfronterizo a gran distancia y que puede tener importantes efectos 
perjudiciales para la salud humana o el medio ambiente, haciendo referencia 
expresa al mercurio.
También de ámbito regional se destaca el Convenio sobre la Protección 
del Medio Marino del Nordeste Atlántico (Convenio ospar) de 199, en cuyo 
desarrollo se han adoptado varias medidas para controlar las emisiones de 
mercurio, establecido objetivos de calidad y diseñado técnicas para limitar 
descargas y pérdidas de mercurio en el medio marino.
Por último, vale la pena mencionar el Convenio sobre la protección del 
medio marino de la zona del Mar Báltico de 199[6], cuyos objetivos se centran 
3 Se trata de un marco de política global desarrollado con el fin de apoyar los esfuerzos 
para alcanzar la meta del plan de acción de las decisiones de Johannesburgo para que 
antes del  los productos químicos sean utilizados y producidos de manera que se 
reduzcan al mínimo los efectos adversos significativos sobre la salud humana y el medio 
ambiente.
4 El Convenio está en vigor desde 1983, mientras que el Protocolo de Aarhus lo está desde 
4.
 El Convenio está en vigor desde 1998 y centra sus objetivos en llevar a cabo todas las 
acciones posibles para prevenir y eliminar la contaminación y adoptar las medidas 
necesarias para proteger la zona marítima contra los efectos adversos de las actividades 
humanas, a efectos de salvaguardar la salud humana y conservar los ecosistemas marinos 
y, en la medida de lo posible, recuperar las áreas marinas que se hayan visto afectadas 
negativamente.
6 Conocido como Convenio de Helsinki, adoptado el 9 de abril de 199, por 1 países 
europeos y la Unión Europea, y en vigor desde .
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en prevenir y eliminar la contaminación a efectos de promover la restaura-
ción ecológica de la zona del Mar Báltico y la preservación de su equilibrio 
ecológico. El desarrollo del Convenio se enfoca en la reducción continua de 
los vertidos, emisiones y pérdidas de sustancias peligrosas hacia el objetivo 
de su cese en el año , con miras a conseguir concentraciones en el entorno 
cercanas a los valores básicos para las sustancias de origen natural y cercanas 
a cero para las sustancias sintéticas antropogénicas. En este sentido se han 
designado un total de 4 productos químicos para la acción de prioridad in-
mediata, entre ellos el mercurio y sus compuestos, adoptándose una amplia 
serie de recomendaciones vinculadas a diversas actividades económicas rela-
cionadas con dicho elemento.
Especialmente estos últimos tres instrumentos relacionados han contri-
buido con éxito a reducir sustancialmente el uso y liberación de mercurio en 
su ámbito geográfico de aplicación, por lo que constituyen un modelo efectivo 
de regulación en la materia.
b .  e l  c onv en i o  d e  m i namata  d e    13
En realidad, es el Convenio de Minamata del 1 de octubre de 13 el instru-
mento jurídico internacional que se ocupa específicamente de la cuestión del 
mercurio. Su enfoque principal consiste en la protección de la salud humana 
y el medio ambiente de las emisiones y liberaciones antropogénicas de mer-
curio y compuestos de mercurio, tal como se desprende de su artículo 1.º. El 
Convenio entró en vigor el 16 de agosto de 17, en el nonagésimo día con-
tado a partir de la fecha en que se depositó el quincuagésimo instrumento de 
ratificación, aceptación, aprobación o adhesión, tal como dispone su artículo 
31. Colombia está, a junio de 18, en fase de preparación de la ratificación, 
habiéndose sancionado, el 11 de mayo de 18 en el Congreso, la Ley 189 
de 18 que aprueba el Convenio7.
A grandes rasgos el Convenio se ocupa de la prohibición de la minería 
primaria del mercurio, de la reducción de su suministro y comercio, de la 
eliminación gradual o reducción de determinados productos y procesos que 
7 En atención al artículo 41 de la Constitución, la Corte Constitucional deberá llevar a 
cabo un análisis de constitucionalidad de esta norma antes de que la misma sea ratificada 
por Colombia y surta efectos en el territorio nacional.
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emplean mercurio, y del control de las emisiones y liberaciones de mercurio. 
Para ello el instrumento internacional establece obligaciones y compromisos, 
unos más concretos y precisos que otros, en relación con todo el ciclo de vida 
del mercurio, incluyendo su almacenamiento.
A efectos del objeto de análisis de este trabajo conviene detenerse, particu-
larmente, en el examen de los artículos 7.º, 9.º y 1 del tratado internacional.
– El artículo 7.º hace referencia a los controles sobre la Minería de Oro 
Artesanal y en Pequeña Escala (moape). Esta disposición circunscribe su 
ámbito de aplicación “a las actividades de extracción y tratamiento de oro 
artesanales y en pequeña escala en las que se utilice amalgama de mercurio 
para extraer oro de la mina”. Interesa especialmente esta disposición, en la 
medida en que es la actividad que mayor contaminación por mercurio genera 
en los ríos colombianos.
En este ámbito, el Convenio ordena a los Estados en cuyo territorio se rea-
licen actividades de moape adoptar “medidas para reducir y, cuando sea viable, 
eliminar el uso de mercurio y de compuestos de mercurio de esas actividades 
y las emisiones y liberaciones de mercurio en el medio ambiente provenientes 
de ellas”. En esos términos, el Convenio no prohíbe determinantemente el uso 
del mercurio en dichas actividades, por lo que el compromiso de los Estados 
Parte consiste en reducir el uso de mercurio en este ámbito y en su eliminación, 
pero solo cuando sea viable (art. 7.º, num. ). La redacción y alcance de esta 
disposición es, precisamente, una manifestación de la indeterminación de las 
obligaciones contenidas en el Convenio, lo cual ha sido objeto de críticas tanto 
de organizaciones ambientalistas como del sector académico.
Igualmente imprecisa es la redacción del párrafo 3 del artículo 7.º que 
dispone que: “Cada Parte notificará a la Secretaría si en cualquier momento 
determina que las actividades de extracción y tratamiento de oro artesanales 
y en pequeña escala realizadas en su territorio son más que insignificantes”. 
No se contemplan parámetros o criterios para que el Estado Parte determine 
si la moape llevada a cabo en su territorio tiene el carácter de “más que in-
significante”. El caso de Colombia muy posiblemente entra en el ámbito de 
aplicación de esta norma, teniendo en cuenta la situación descrita en relación 
con la contaminación alarmante de sus ríos por el uso de mercurio en la moape.
Cuando el Estado se encuentra en la situación del artículo 7.3 del Convenio 
se compromete a presentar ante la Secretaría del Convenio un “Plan de Ac-
ción Nacional” (pna), cuyo contenido se define en el Anexo C del Convenio, 
incorporando metas y objetivos nacionales de reducción del uso de mercurio 
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en la moape. Adicionalmente, el pna deberá incluir medidas concretas, entre 
otros objetivos, para promover la reducción de emisiones y liberaciones de 
mercurio al agua.
Aparte de estas medidas propuestas por el Convenio a los Estados como 
manera de actuar ante la circunstancia de que la moape llevada a cabo en su 
territorio tenga el carácter de “más que insignificante” el instrumento no es-
tablece medidas específicas con respecto a la contaminación del agua.
– El artículo 9.º relativo a las liberaciones al suelo y al agua trata, aunque de 
manera poco contundente, “del control y, cuando sea viable8, la reducción de 
las liberaciones de mercurio y compuestos de mercurio, a menudo expresadas 
como “mercurio total”, en la tierra y el agua procedentes de fuentes puntuales 
pertinentes no consideradas en otras disposiciones del presente Convenio”. 
Llama fuertemente la atención esta última parte de la disposición por su falta 
de claridad. Los Estados podrían considerar que los lugares con moape regu-
lados en el artículo 7.º y el Anexo C1 no entran en el ámbito del artículo 9.º. 
De esta manera los ríos contaminados por mercurio en la extracción del oro 
aluvial no entrarían en el ámbito de aplicación de esta disposición y la cuestión 
quedaría regulada en el artículo 7.º del Convenio, que como se comentó remite 
al Anexo C, en el cual a su vez se le pide al Estado que incluya en el pna estra-
tegias para promover la reducción de emisiones y liberaciones de mercurio.
En cualquier caso, a pesar de que de la redacción del artículo 9.º se entiende 
que las liberaciones de mercurio al agua provenientes de la moape quedan ex-
cluidas de su aplicación, nada impide que a la hora de elaborar el pna se tengan 
en cuenta los parámetros establecidos en esta norma para regular y adoptar 
medidas respecto de la contaminación hídrica derivada de la extracción del oro 
aluvial con mercurio. De ahí que convenga comentar el contenido de la norma.
El numeral  del artículo 9.º define liberaciones, a efectos del Convenio, 
como “las liberaciones de mercurio o compuestos de mercurio al suelo o al 
agua”, mientras que “fuente pertinente” es considerada “toda fuente pun-
tual antropógena significativa de liberaciones detectada por una Parte y no 
considerada en otras disposiciones del presente Convenio”. La norma define 
igualmente la noción de “valor límite de liberación”, entendiendo por tal “un 
límite a la concentración o la masa de mercurio o compuestos de mercurio, 
8 Cursiva propia. En este apartado se resaltan con cursiva las expresiones contenidas en 
las disposiciones del Convenio de Minamata que dan como resultado una debilidad 
jurídica de los compromisos asumidos.
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a menudo expresadas como “mercurio total”, liberada por una fuente pun-
tual”, sin embargo, ni en esta disposición ni en el resto del Convenio se fija 
un límite al respecto.
Los Estados se comprometen a determinar las categorías pertinentes de 
fuentes puntuales a más tardar tres años después de la entrada en vigor del 
Convenio para la Parte correspondiente, y periódicamente a partir de entonces 
(art. 9.3), sin definir con qué periodicidad exactamente.
Igualmente, dispone la norma que la Parte que tenga fuentes pertinentes 
adoptará medidas para controlar las liberaciones y “podrá preparar un plan 
nacional en el que se expongan las medidas que se hayan de adoptar para con-
trolar las liberaciones, así como las metas, los objetivos y los resultados que 
prevé obtener”. Dichos planes se presentarán a la Conferencia de las Partes 
en un plazo de 4 años desde la fecha de entrada en vigor del Convenio para 
esa Parte (art. 9.4).
Otro compromiso de las Partes en este ámbito consiste en elaborar un 
inventario de las liberaciones de las fuentes pertinentes, tan pronto como sea 
factible y como máximo en el plazo de  años desde la fecha de entrada en vigor 
del Convenio. Tal inventario deberá mantenerse vigente a partir de entonces.
– El artículo 1 sobre sitios contaminados establece que cada Parte 
procurará elaborar estrategias adecuadas para identificar y evaluar los sitios 
contaminados con mercurio o compuestos de mercurio.
En este ámbito los términos del Convenio son muy generales y no hacen 
referencia expresamente a cuerpos de agua. Los compromisos que adquieren 
los Estados en este sentido son abiertos. Así, la norma establece sin mayor 
precisión jurídica y a manera de recomendación que toda medida adoptada 
para reducir los riesgos que generan esos sitios “se llevará a cabo de manera 
ambientalmente racional incorporando, cuando proceda, una evaluación de los 
riesgos para la salud humana y el medio ambiente derivados del mercurio o 
de los compuestos de mercurio que contengan” (art. 1.).
De igual manera, dispone la norma que la “Conferencia de las Partes 
aprobará orientaciones sobre la gestión de sitios contaminados” e incorpora 
como referencia las cuestiones sobre las que se podrán diseñar métodos y crite-
rios, como son: la identificación y caracterización de sitios, la participación del 
público, la evaluación de los riesgos para la salud humana y el medio ambiente, 
las opciones para gestionar los riesgos que plantean los sitios contaminados, la 
evaluación de los costos y beneficios, y la validación de los resultados.
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Finalmente, y sin mayor compromiso jurídico, la norma alienta a las Par-
tes “a cooperar en la formulación de estrategias y la ejecución de actividades 
para detectar, evaluar, priorizar, gestionar y, según proceda, rehabilitar sitios 
contaminados”.
A pesar de la falta de precisión y determinación jurídica de las normas 
del Convenio, para Colombia resulta de enorme interés formar parte de este, 
sobre todo a efectos de negociar y beneficiarse de los mecanismos financieros 
que ofrece el instrumento para mejorar los mecanismos de control y adoptar 
medidas concretas de recuperación de los ríos colombianos contaminados con 
mercurio. Adicionalmente, a partir de la entrada en vigor del Convenio para 
Colombia la importación de mercurio deberá ser estrictamente controlada 
y el Estado recibirá apoyo técnico y supervisión en el cumplimiento de sus 
obligaciones de eliminación del mercurio.
b .  la  c on tam i nac i n  h  d r i c a  p o r  m e rc u r i o 
e n  e l  d e r e cho  i n t e rno  c o lomb i ano
1 .  r e gulac i n  d e  agua s
Con el fin de analizar la regulación de las liberaciones de mercurio al agua en el 
ordenamiento jurídico colombiano se hace referencia a las principales normas 
que guardan relación con la cuestión.
1) Para empezar, el código nacional de recursos naturales renovables y de 
protección al medio ambiente (cnrnr), decreto 811 de 1974, en su artículo 3.º 
dispone que uno de los objetivos del código es regular el manejo de los recur-
sos naturales renovables, entre ellos las aguas continentales en cualquiera de 
sus estados. El artículo 8.º cnrnr considera que la contaminación del aire, 
de las aguas, del suelo y de los demás recursos naturales renovables es uno de 
los factores que deterioran el ambiente.
Entre tanto, el artículo 39 cnrnr dispone que para prevenir y controlar los 
efectos nocivos que puedan producir en el ambiente el uso o la explotación de 
recursos naturales no renovables, podrán señalarse condiciones y requisitos 
concernientes, entre otros, al “uso de aguas en el beneficio o el tratamiento 
de minerales, de modo que su contaminación no impida ulteriores usos de 
las mismas aguas, en cuanto estos fueren posibles”. La norma pone de mani-
fiesto la obligación que asume el Estado de controlar este tipo de actividades, 
entre las que está la moape, de manera que se hacen urgentes las medidas de 
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regularización, y el establecimiento de las condiciones y requisitos a los que 
se refiere la norma debe ser lo más exigente y estricto posible.
El Título vii del Código se refiere al “uso, conservación y preservación 
de las aguas”. En especial, el artículo 13 determina que “sin permiso, no se 
podrán alterar los cauces, ni el régimen y la calidad de las aguas, ni interferir 
su uso legítimo”. Y reforzando lo anterior, la norma dispone que se negará el 
permiso cuando la obra implique peligro para la colectividad, o para los re-
cursos naturales, la seguridad interior o exterior o la soberanía Nacional. De 
esta manera, el Estado debe ejercer su función de control en la conservación 
de las aguas con especial cuidado, y prohibir y controlar el uso del mercurio 
en la extracción de oro aluvial, tal como se pretende con la Ley 168 de 13 
sobre mercurio, que en este ámbito debe empezar a regir en el presente año y 
que se comenta más adelante.
A efectos del control de la contaminación hídrica, de acuerdo con el ar-
tículo 134 cnrnr, corresponde al Estado garantizar la calidad del agua para 
consumo humano, y en general, para las demás actividades en que es necesa-
rio su uso. En este sentido, y considerando en especial el objeto de estudio, el 
Estado debe, entre otras cosas, realizar una clasificación de las aguas, respecto 
a todos sus usos, y fijar su destinación y posibilidades de aprovechamiento 
mediante análisis periódicos sobre sus características físicas, químicas y bioló-
gicas; determinar los casos en que debe prohibirse, condicionarse o permitirse 
el vertimiento de residuos, basuras, desechos y desperdicios en una fuente 
receptora previo análisis físico, químico y biológico; controlar la calidad del 
agua, mediante análisis periódicos, para que se mantenga apta para los fines a 
los que está destinada, de acuerdo con su clasificación, someter a control las 
aguas que se conviertan en focos de contaminación y determinar las activida-
des que quedan prohibidas, con especificación de área y de tiempo, así como 
de las medidas para la recuperación de la fuente.
En este último sentido, cabe subrayar que con base en esta norma el Estado 
colombiano, independientemente de la posterior adopción –apenas en 13 de la 
Ley de Mercurio–, ya estaba comprometido a actuar en caso de verificarse 
la existencia de cuerpos de agua convertidos en focos de contaminación, como 
sucede con los ríos contaminados por mercurio.
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) Por su parte, Ley 99 de 1993[9] o ley general del ambiente, no hace re-
ferencia expresa a la materia de estudio, sin embargo, vale la pena mencionar 
que su artículo 31, al regular las funciones de las corporaciones autónomas 
regionales establece, entre ellas, la de:
[…] 1. Ejercer las funciones de evaluación, control y seguimiento ambiental 
de los usos del agua, el suelo, el aire y los demás recursos naturales renovables, 
lo cual comprenderá el vertimiento, emisión o incorporación de sustancias o 
residuos líquidos, sólidos y gaseosos, a las aguas a cualquiera de sus formas, 
al aire o a los suelos, así como los vertimientos o emisiones que puedan causar 
daño o poner en peligro el normal desarrollo sostenible de los recursos naturales 
renovables o impedir u obstaculizar su empleo para otros usos.
De esta manera, de acuerdo con esta ley, el control y el seguimiento de las 
liberaciones de mercurio a los ríos es competencia de las Corporaciones Au-
tónomas Regionales.
3) Una norma de especial importancia en materia de contaminación de 
agua es, sin duda, el decreto 3930 de 2010[1], que derogó el decreto 194 
de 1984 sobre usos de agua y residuos líquidos. el objeto del vigente decreto es 
establecer “las disposiciones relacionadas con los usos del recurso hídrico, 
el ordenamiento del recurso hídrico y los vertimientos al recurso hídrico, al 
suelo y a los alcantarillados”.
Esta norma determina que la autoridad ambiental competente deberá rea-
lizar el ordenamiento del recurso hídrico con el fin de realizar la clasificación 
de las aguas superficiales, subterráneas y marinas, fijar en forma genérica su 
destinación a los diferentes usos y sus posibilidades de aprovechamiento (art. 
4.º Dcto. 393 de 1).
9 Por la cual se crea el Ministerio del Medio Ambiente, se reordena el sector público 
encargado de la gestión y conservación del medio ambiente y los recursos naturales 
renovables, se organiza el Sistema Nacional Ambiental (sina) y se dictan otras 
disposiciones.
1 Por el cual se reglamenta parcialmente el Título i de la Ley 9.ª de 1979, así como el 
Capítulo ii del Título vi –Parte iii– Libro ii del Decreto ley 811 de 1974 en cuanto 
a usos del agua y residuos líquidos y se dictan otras disposiciones. Tras la unificación 
efectuada por el Decreto 176 de 1, “Por medio del cual se expide el Decreto Único 
Reglamentario del Sector Ambiente y Desarrollo Sostenible”, el contenido del Decreto 
393 de 1 se encuentra a partir del artículo ..3.3.1.1 del Decreto 176 de 1.
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Teniendo presentes los efectos de la extracción de oro aluvial mediante 
mercurio en la calidad de las aguas, conviene revisar lo que entiende la norma 
por Ordenamiento del Recurso Hídrico (orh). Además de la clasificación de 
las aguas, este orh comprende el establecimiento de las normas de preser-
vación de la calidad del recurso para asegurar la conservación de los ciclos 
biológicos y el normal desarrollo de las especies; la determinación de los casos 
en que deba prohibirse el desarrollo de actividades como la pesca, el deporte 
y otras similares, en toda la fuente o en sectores de ella, de manera temporal 
o definitiva; la fijación de las zonas en las que se prohibirá o condicionará la 
descarga de aguas residuales o residuos líquidos o gaseosos, provenientes de 
fuentes industriales o domésticas, urbanas o rurales, en las aguas superficiales, 
subterráneas, o marinas y el establecimiento de un programa de seguimiento 
al recurso hídrico con el fin de verificar la eficiencia y efectividad del orde-
namiento del recurso (arts. 4.1 a 4.7 Dcto. 393 de 1). La contaminación 
hídrica por moape entra en el marco de los aspectos comentados, por lo que 
será preciso considerarla en la orh.
Entre los criterios de priorización del ordenamiento la norma establece la 
existencia de cuerpos de agua y/o acuíferos que presenten índices de escasez de 
medio a alto y/o que presenten evidencias de deterioro de la calidad del recurso 
que impidan su utilización, tal como sucede con muchos ríos en el territorio 
nacional por la problemática del mercurio; y la presencia de cuerpos de agua 
cuya calidad permita la presencia y el desarrollo de especies hidrobiológicas 
importantes para la conservación y/o el desarrollo socioeconómico, como es 
el caso del río Atrato y otros cuerpos de agua en el país que albergan riquezas 
biológicas en peligro por la contaminación (arts. .8 y .9 Dcto. 393 de 1).
La norma establece lo que se entiende por “Criterios de calidad”, defi-
niéndolos como el “conjunto de parámetros y sus valores utilizados para la 
asignación de usos al recurso y como base de decisión para el Ordenamiento 
del Recurso Hídrico” (art. 19). La competencia para la identificación y fija-
ción de dichos criterios queda, a tenor del artículo , en el Ministerio de 
Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial, quien “dentro de los dieciocho 
(18) meses contados a partir de la publicación del presente decreto, definirá 
los criterios de calidad para el uso de las aguas superficiales, subterráneas y 
marinas” (art. ).
De particular importancia para este estudio es el artículo 8 del Decreto, 
referido a la fijación de la norma de vertimiento, que dispone que el “Minis-
terio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial fijará los parámetros y 
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los límites máximos permisibles de los vertimientos a las aguas superficiales, 
marinas, a los sistemas de alcantarillado público y al suelo”. Concretamente, el 
Decreto fijó al Ministerio un plazo de diez meses contados a partir de la fecha 
de su publicación para expedir las normas de vertimientos puntuales a aguas 
superficiales y a los sistemas de alcantarillado público. Y es que a diferencia 
Decreto 194 de 1984, el Decreto 393 de 1 no contiene una disposición 
similar al artículo 38 del primero que fijaba, en el marco de los criterios de 
calidad para destinación del recurso, los criterios de calidad admisibles para 
la destinación del recurso para consumo humano y doméstico, indicando que 
para su potabilización se requiere solamente tratamiento convencional y 
que concretamente para el caso del mercurio se fijaba en ,[11].
En ese sentido, el desarrollo del artículo 8 del Decreto 393 de 1 se 
llevó a cabo a través de la Resolución 631 de 1[1]. Esta norma permite el 
control de las sustancias contaminantes que llegan a los cuerpos de agua ver-
tidas por 73 actividades productivas presentes en ocho sectores económicos 
del país. Dicho control se efectúa a partir de la medición de la concentración 
de las sustancias descargadas a los cuerpos de agua y que afectan la calidad de 
esta. En concreto, con respecto al mercurio, en el marco de los “parámetros 
fisicoquímicos que se deberán monitorear y sus valores límites máximos per-
misibles en los vertimientos puntuales de Aguas Residuales No Domésticas 
(ARnD) a cuerpos de aguas superficiales de las actividades de minería”, el 
valor límite se fija en . mg/L para la extracción de oro específicamente 
(art. 1.º Res. 631 de 1).
Cabe aclarar que el Decreto 393 de 1 vigente hoy, dejó expresamente 
en vigor los artículos  y 1 del Decreto 194 de 1984, el primero de los cuales 
hace referencia a la relación de sustancias de interés sanitario, entre las que 
se encuentra el mercurio (art. ), mientras que el artículo 1 dispone que se 
entiende por usuario de interés sanitario “aquél cuyos vertimientos contengan 
las sustancias señaladas en el artículo anterior”.
4) La Resolución 2115 de 2007 del Ministerio de la Protección Social, “por 
medio de la cual se señalan características, instrumentos básicos y frecuen-
11 Aunque en la norma no aparece la unidad se entiende que corresponde a mg/L.
1 Por la cual se establecen los parámetros y los valores límites máximos permisibles en los 
vertimientos puntuales a cuerpos de aguas superficiales y a los sistemas de alcantarillado 
público y se dictan otras disposiciones.
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cias del sistema de control y vigilancia para la calidad del agua para consu-
mo humano”, señala que los valores máximos aceptables “de los elementos, 
compuestos químicos y mezclas de compuestos químicos diferentes a los pla-
guicidas y otras sustancias que al sobrepasar los valores máximos aceptables 
tienen reconocido efecto adverso en la salud humana” presentes en el agua 
para consumo humano se fijan de acuerdo con la tabla  adjunta al artículo 
.º que hace referencia a las “Características químicas que tienen reconocido 
efecto adverso en la salud humana” y en el marco de la cual el límite del nivel 
de mercurio es de ,1 microgramos por litro.
Por lo hasta ahora estudiado, la normativa colombiana en materia de agua sí 
ofrece un marco jurídico específico tanto para fijar los límites de mercurio que 
debe contener el agua como para que el Estado actúe frente a circunstancias de 
contaminación intensa de los cuerpos de agua por mercurio. Posiblemente, la 
persistencia y agravación de este problema en el país, tal como lo ha resaltado 
la cgn, reside en la debilidad institucional y falta de coordinación entre los 
entes encargados de velar por el buen estado de los recursos hídricos. Según 
ha puesto de manifiesto la entidad, ninguna de las Corporaciones Autónomas 
Regionales ha sido acreditada por el Instituto de Hidrología, Meteorología y 
Estudios Ambientales (ideam) para realizar el análisis de mercurio y cianuro 
en las cuencas hidrográficas y tampoco hay registros o estudios oficiales que 
evidencien la existencia de programas de monitoreo de la concentración de 
mercurio en aguas y en aguas y en sedimentos sobre las cuentas hidrográficas 
ubicadas dentro de los departamentos afectados por la minería ilegal del oro 
(cgn, 1).
 .  r e gulac i n  d e l  m e rcur i o
A efectos de evaluar la regulación del uso y disposición del mercurio en los 
cuerpos de agua en Colombia desde el punto de vista de las normas que regu-
lan este metal, se analizan, enseguida, la Ley 168 de 13 y las normas que 
la han desarrollado hasta ahora.
1) La Ley 1658 de 2013[13], conocida como Ley de Mercurio, establece 
como objetivo en su artículo 1.º, proteger y salvaguardar la salud humana y 
13 Por medio de la cual se establecen disposiciones para la comercialización y el uso de 
mercurio en las diferentes actividades industriales del país, se fijan requisitos e incentivos 
para su reducción y eliminación, y se dictan otras disposiciones.
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preservar los recursos naturales renovables y el ambiente, y para ello ordena 
reglamentar “en todo el territorio nacional el uso, importación, producción, 
comercialización, manejo, transporte, almacenamiento, disposición final y li-
beración al ambiente del mercurio en las actividades industriales, cualquiera 
que ellas sean”14. Con este fin, la ley determina que el Ministerio de Ambiente 
y Desarrollo Sostenible, el de Minas y Energía, el de Salud y Protección Social y 
el de Trabajo, establezcan las medidas regulatorias necesarias que permitan 
reducir y eliminar de manera segura y sostenible, el uso del mercurio en las 
diferentes actividades industriales del país (art. 3.º).
Con todo, y a pesar de que desde el punto de vista ambiental y de salud 
pública la contaminación hídrica por mercurio representa una de las cuestio-
nes más preocupantes, llama la atención que si bien el artículo 1.º ordena que 
se regule, entre otras cuestiones y a efectos del objeto de estudio, la liberación 
del mercurio al ambiente, en el cuerpo de la ley no se hace absolutamente nin-
guna referencia ni a niveles tolerables de mercurio en agua ni a criterios para 
el tratamiento y recuperación de cuerpos de agua contaminados, así como 
tampoco remite a otras normas pertinentes al respecto.
Lo que sí determina la ley, teniendo en cuenta cuál es el origen principal 
de la contaminación de los ríos por mercurio, es la eliminación del uso de este 
metal, aparte de otras actividades, en especial en la moape. Así, la ley ordena 
la erradicación del mercurio de la minería en el plazo de cinco años a partir 
de la entrada en vigor de la ley, es decir, en el 18. Desafortunadamente, este 
objetivo no solo no se ha conseguido, sino que el problema ha empeorado.
Adicionalmente, cabe hacer referencia al artículo 9.º de la Ley de Mercurio, 
en la medida en que prohíbe la instalación de nuevas plantas de beneficio de 
minerales preciosos y ordena el control de las existentes. Según la norma se 
“prohíbe la ubicación de nuevas plantas de beneficio de oro que usen mercu-
rio y la quema de amalgama de mercurio y oro, en zonas de uso residencial, 
comercial, institucional o recreativo”. En estos términos, la norma no es muy 
afortunada pues deja abierta la puerta al uso de mercurio en la extracción de 
oro en otras “zonas de uso compatible” (párr. 4 art. 9.º), cuando lo oportuno 
sería su total erradicación. Además, en el marco de la prohibición contenida 
14 Sobre esta ley y su análisis comparativo respecto de la Convención de Minamata, crf. 
gafner-rojas y montes cortés, 16.
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en la disposición no se hace referencia a zonas de interés ecológico o ambiental 
como son los ecosistemas fluviales.
Otra disposición de interés para el presente análisis es el artículo .º, según 
el cual el Ministerio de Comercio en coordinación con los Ministerios de Me-
dio Ambiente y de Salud y la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales 
(dian) establecerán las medidas de control y restricción a la importación y 
comercialización de mercurio y de los productos que lo contengan y creará el 
Registro Único Nacional de Importadores y Comercializadores Autorizados. 
Este es un aspecto muy importante a efectos de restringir el uso del mercurio 
en la extracción del oro aluvial y con ello evitar la contaminación de los ríos.
Para ello, el Gobierno Nacional expidió el Decreto 133 de 16[1] en el 
que se establecen las “medidas de control a la importación y comercializa-
ción de mercurio clasificado por la subpartida 8.4.. del Arancel de 
Aduanas”16 (art. 1.º) y se crea el Registro Único Nacional de Importadores y 
Comercializadores Autorizados (art. .º). En el artículo 3.º del Decreto, ade-
más, se definen los cupos para la importación del mercurio y su administración 
en 17. La norma establece que a partir del 16 de septiembre de 17 y hasta 
el 1 de septiembre de  solo se autorizará un cupo anual de  toneladas 
para ser utilizado en actividades diferentes a la minería, que será adminis-
trado por el Instituto Nacional de Vigilancia de Medicamentos y Alimentos 
(Invima) y el Ministerio de Comercio, Industria y Turismo en el marco de 
sus competencias, de conformidad con los flujos de importación registrados 
para cada uno de estos sectores (art. 3.º).
Por su parte, la dian adoptó la Resolución 3 de 17, cuyo artículo .º 
adiciona un tercer parágrafo al artículo 36 de la Resolución 44 de  
(Estatuto Aduanero), estableciendo lo siguiente: “Parágrafo 3.º. No podrá 
someterse al régimen de tránsito aduanero la mercancía clasificable en la 
subpartida arancelaria del Arancel de Aduanas 8.4.. correspondiente 
a mercurio”.
En cualquier caso, y a la vista de los resultados, cinco años después de su 
promulgación se ponen en evidencia las incongruencias de la ley, sus vacíos 
1 Por el cual se establecen medidas de control a la importación y comercialización de 
mercurio y los productos que lo contienen, en el marco de lo establecido en el artículo 
.º de la Ley 168 de 13.
16 La subpartida referida corresponde al mercurio.
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y su falta contundencia jurídica. Una de tales incongruencias se encuentra 
en el hecho de que la norma en su artículo 1.º se refiere a la regulación del 
mercurio en las actividades industriales “cualquiera que ellas sean”. Debe 
entenderse, a partir de esta última expresión que la moape estaría incluida en 
dichas actividades, sin embargo, en el artículo 3.º, la ley diferencia entre pro-
cesos industriales y productivos –frente a los cuales se ordena la erradicación 
del uso del mercurio en un plazo de diez años–, de la minería –respecto de la 
cual se determina que la erradicación del uso mercurio se hará en el plazo de 
cinco años a partir de la entrada en vigor de la ley–. De ahí, que la redacción 
del artículo 1.º debería comprender expresamente la minería a fin de definir 
con precisión el ámbito de aplicación de la norma y evitar incongruencias.
Otra de las debilidades de la norma, con especial significado para el tema 
de la contaminación hídrica por mercurio, radica en que no aborda la cuestión de 
la gestión de sitios contaminados ni remite a normas pertinentes en este senti-
do. Así, frente a la situación de contaminación masiva de cursos de agua es pre-
ciso recurrir a las normas de protección y gestión de aguas, analizadas arriba.
En definitiva, ni la cuestión de la contaminación del agua ni, en general, la 
de los lugares contaminados fue objeto de atención en la Ley de Mercurio. A 
pesar de que la ley ofrece las bases jurídicas para limitar el uso del mercurio 
en la moape, no fueron considerados los efectos de esta en el agua. Este es una 
de las razones que hace urgente la ratificación del Convenio de Minamata que 
sí contempla esta cuestión.
) El Decreto 1421 de 2016[17], mediante el cual se modifican algunas normas 
mineras y ambientales, ordena en su artículo 6.º adicionar un cuarto párrafo 
al artículo ...3.11.1 del Decreto 176 de 1[18], estableciendo que: “Para 
el desarrollo obras y actividades relacionadas con el funcionamiento de las 
plantas de beneficio de oro, se requerirá de la autoridad ambiental competente 
la respectiva licencia ambiental”. Sería importante en este sentido, insistir en 
17 Por el cual se adiciona y modifica el Decreto Único Reglamentario del Sector 
Administrativo de Minas y Energía, 173 de 1, respecto de la adopción de medidas 
relacionadas con el Beneficio y Comercialización de minerales y se adiciona y modifica 
el Decreto Único Reglamentario del Sector Ambiente y Desarrollo Sostenible, 176 de 
1, respecto del licenciamiento ambiental para plantas de beneficio.
18 El artículo ...3.11.1. de la Sección 11, del Capítulo 3, del Título 1 del Libro  Decreto 
176 1, Único Reglamentario del Sector de Ambiente y Desarrollo Sostenible se 
refiere al régimen transitorio de de la regulación de la licencia ambiental (adoptada por 
el Decreto 41 de 14).
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que el otorgamiento de licencias a esta actividad debería ser lo más estricto 
posible y condicionar su otorgamiento al uso de medios que no incluyan 
el mercurio ni otras sustancias tóxicas y peligrosas para la salud humana y el 
medio ambiente.
Aparte de las normas jurídicas en la materia, vale la pena resaltar la adop-
ción del Plan Único Nacional de Mercurio 14 en el seno de la Dirección 
de Asuntos Ambientales, Sectorial y Urbana del mads, en el que se fijaron 
objetivos generales y específicos de la acción del Estado con respecto al uso 
del mercurio en el país, en términos de política pública, de investigación, 
de concienciación y educación y en materia económica y sectorial. Si bien 
los objetivos no se fijaron con base en metas medibles, se hizo énfasis en la 
importancia del tema, se propusieron de manera general actividades para lo-
grar los objetivos y en todos estos aspectos previstos el agua ocupó un lugar 
destacado (mads, 14).
También es preciso mencionar el Plan Estratégico Sectorial para la Elimi-
nación del Uso del Mercurio diseñado por el Ministerio de Minas en 16, en 
el que se describen los ejes de acción en la materia y los recursos oportunos, 
que giran en torno al fortalecimiento institucional, a la gestión del conoci-
miento e investigación aplicada, a la gestión para el cambio, y a la educación 
y la comunicación.
Solo queda desear que los objetivos y planes diseñados en aplicación de las 
normas que tienen que ver con el uso del mercurio en la moape y sus repercu-
siones en los cuerpos de agua colombianos se reflejen en la realidad en acciones 
concretas. En este sentido, vale la pena resaltar la iniciativa privada con apoyo 
institucional consistente en un proyecto piloto denominado “Pescadores de 
mercurio” en el que pescadores del río Atrato, a través de sus recorridos en 
canoas, van descontaminando el río con la ayuda de unas fundas que contienen 
un polímero orgánico capaz de capturar el mercurio (El País, 18).
conc lu s i on e s
Frente a la intensa contaminación de ríos en Colombia por el uso del mercurio, 
principalmente en la moape, incide una multiplicidad compleja de factores que 
exigen, aparte de una legislación exigente, precisa y coherente, que el tema 
sea abordado a partir de un enfoque integral y a partir de una clara definición 
y coordinación institucional, a efectos de superar la dispersión y ambigüedad 
normativas y la falta de coordinación institucional en la materia.
4 La contaminación hídrica por mercurio y su manejo en el derecho colombiano
En vista de que, a pesar de haberse adoptado normas expresamente dedi-
cadas al tema, el problema no solo continúa, sino que ha empeorado y teniendo 
claro el origen principal de este tipo de contaminación es la extracción del oro 
mediante mercurio, se hace imprescindible, por un lado, fortalecer la regula-
ción de las actividades legales e ilegales que usan mercurio y, por otro, hacer 
frente a los daños ya causados por este metal pesado en el medio ambiente y 
en particular en las fuentes de agua.
Las cuestiones más significativas que es preciso considerar para mejorar 
y estabilizar la situación comprenden, aparte del refuerzo normativo e insti-
tucional, la adopción de medidas concretas tanto en el plano nacional como 
en el internacional que se podrían sintetizar así:
Desde la perspectiva internacional no hay que perder de vista que la con-
taminación de aguas por mercurio puede pasar de ser un problema local a ser 
internacional, teniendo en cuenta que el agua es una sola en la tierra. De ahí 
que sea preciso en este ámbito, además de tomar medidas internas rigurosas, 
negociar medidas para regular el comercio de mercurio, de manera que se li-
mite la exportación indiscriminada y reducirla en lo posible a usos controlados 
y útiles como la medicina o el desarrollo tecnológico.
La ratificación del Convenio de Minamata sobre mercurio es de especial 
importancia para cubrir los vacíos que presenta la norma interna, en particular 
en materia de gestión de sitios contaminados y por la posibilidad de acceder 
a asesoramiento técnico y monitoreo constante para facilitar y garantizar el 
cumplimiento de los compromisos de eliminación del mercurio y también 
la consecución de recursos financieros para ejecutar acciones específicas de 
descontaminación de cuerpos de agua donde el metal está presente.
En el plano interno, frente a los vacíos comentados respecto de la gestión 
de sitios contaminados y las liberaciones de mercurio, la normativa sobre 
mercurio (Ley 168 de 13) debería hacer remisión a normas sectoriales 
pertinentes a efectos de conseguir una regulación completa e integral. Ade-
más –y esto es quizás lo más importante–, debería ser modificada en el sentido 
de no dejar abierta la puerta al uso del mercurio en la moape de manera que 
la prohibición incluida en la ley de crear “nuevas plantas de beneficio de oro 
que usen mercurio y la quema de amalgama de mercurio y oro”, no solo se 
refiera a “zonas de uso residencial, comercial, institucional o recreativo”, sino 
a cualquier sitio, es decir que sea una prohibición total.
Por último resulta urgente adoptar de forma inmediata medidas concre-
tas que principalmente controlen las fuentes de ingreso de mercurio al país, 
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así como desarrollar campañas de educación y concienciación en la materia, 
ofrecer alternativas económicas para las poblaciones que han dependido de 
estas actividades, formular alternativas al uso del mercurio en la extracción 
de oro, controlar las demás actividades que emplean el mercurio, apoyar y 
fortalecer la investigación en materia de recuperación de ecosistemas acuáti-
cos contaminados por mercurio y rehabilitar cuerpos de agua contaminados.
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